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II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.-

1. Tribunal Constitucional (TC).-

Es de destacar en esta oportunidad una STC de 23 de junio de 2008 (BOE nº 178, de 24 de julio) que considera que la extinción del contrato de trabajo de una empleada municipal que se encontraba de baja laboral por embarazo, aun coincidente con la fecha de finalización del mismo, atenta contra el derecho a la igualdad reconocido en el artículo 14 de la Constitución. Como recuerda el máximo intérprete de la Constitución, cualquier trato desfavorable en el trabajo derivado del embarazo, por afectar sólo a la mujer, supone una discriminación por razón de sexo prohibida por aquel precepto. Y corresponde al empleador demostrar que su decisión se fundamenta en motivos razonables y no en una intención atentatoria contra dicho derecho, lo que no sucede en el supuesto analizado. Por esta razón, se otorga el amparo solitado por la recurrente. 

2. Tribunal Supremo (TS).-

En esta ocasión hay que señalar un conjunto de Sentencias del Tribunal Supremo que se pronuncian sobre cuestiones relacionadas con las retribuciones de los funcionarios locales. Otra razona sobre el alcance de la negociación colectiva de dichos funcionarios, existiendo también un pronunciamiento en torno al límite a los acuerdos locales que supone la legislación básica del Estado. Finalmente, cabe encontrar Sentencias que ratifican jurisprudencia previa relativa a la contribución del Ayuntamiento a Fondos y Planes de pensiones para sus empleados y a los derechos de negociación colectiva y participación en la determinación de sus condiciones de trabajo del personal eventual de las Corporaciones locales. 

En el primer orden de cosas, la STS de 13 de noviembre de 2008 alude a los límites presupuestarios a las retribuciones de los empleados locales y sus excepciones. El Tribunal recuerda que serán las Leyes de Presupuestos Generales del Estado las que fijarán cada año los límites al incremento de las retribuciones o gastos de personal (artículo 154.1 del TRRL), al amparo de las competencias estatales para regular las bases del régimen estatutario de los funcionarios públicos (que puede extenderse a las retribuciones comunes a todas las Administraciones públicas, lo que entroncaría con los principios constitucionales de igualdad y solidaridad) y para dirigir la actividad económica general (artículo 149.1.13 y 18 de la Constitución). No obstante, caben excepciones a este régimen común, admitiéndose adecuaciones retributivas singulares justificadas en el contenido de los puestos de trabajo, la variación del número de efectivos o la equiparación a otros situados en la misma posición en el esquema organizativo. Algunas de estas circunstancias (incremento de funciones del puesto de trabajo, equiparación salarial) concurren precisamente en el supuesto enjuiciado, por lo que el incremento retributivo aprobado por el Pleno se explica en las excepciones admitidas. 

Con alguna relación, la STS de 10 de noviembre de 2008 ratifica la nulidad del Acuerdo del Pleno de un Ayuntamiento gallego por el que se aprobó un presupuesto municipal en el que los complementos de destino reconocidos a funcionarios de carrera superan, en varios casos, los intervalos de niveles fijados para cada grupo por el artículo 71.1 del Reglamento General de Ingreso (RD 364/1995, de 10 de marzo). La entidad local recurrente consideraba que esta norma –y sus límites– no era de aplicación en este caso, debiendo considerarse la normativa sobre función pública de Galicia, que incrementa los niveles citados en línea con el Acuerdo municipal. Y ello porque la Disposición Adicional Única de RD 158/1996, de 2 de febrero, por el que se modifica el RD 861/1986, de 25 de abril, que establece el régimen de las retribuciones de los funcionarios de Administracion local en lo relativo al complemento de destino –y que dispone que “los intervalos de niveles de puestos de trabajo de los funcionarios de la Administración local serán los que en cada momento se establezcan para la Administración del Estado”– reconoce expresamente su carácter supletorio, en defecto de normativa específica autonómica. No obstante, como recuerda el Tribunal, esta legislación específica autonómica no puede ser la que regula las retribuciones de los funcionarios de la Comunidad Autónoma sino la legislación de régimen local que, en esta oportunidad, no dice nada al efecto. Así pues, sí resulta de aplicación el texto estatal y sus límites, y conforme a él, el Acuerdo municipal adolece de nulidad. 

Por su parte, la STS de 19 de noviembre de 2008 se refiere al complemento específico, destinado a retribuir las condiciones particulares de algunos puestos de trabajo. Señala el Tribunal que, precisamente por esta finalidad, y por no existir ninguna diferencia entre el puesto de la demandante y otros de la misma categoría con los que se ha comparado –todos ellos presentan las mismas circunstancias determinantes del complemento específico–, debe reconocerse su derecho a percibirlo en igual cuantía. 

Sobre el alcance de la negociación colectiva de los empleados locales se pronuncia la STS de 18 de noviembre de 2008, que considera que para aprobar un presupuesto municipal que no altera las condiciones de trabajo, la plantilla de personal ni las retribuciones (al margen de los aumentos generales anuales obligados) no era necesaria negociación colectiva previa, como argumentaba el sindicato recurrente. Menos cuando, con el acuerdo de las partes, se difirió en fecha posterior la ampliación de la negociación ya iniciada, para tratar allí sobre dichas condiciones y sobre la RPT. Estos aspectos, insiste el Tribunal, están sometidos a negociación colectiva, y por ello no se han incluido en el presupuesto aprobado. 

En otro orden de cosas, la STS de 19 de noviembre de 2009 considera procedente la impugnación del Acuerdo regulador de las condiciones de trabajo de los funcionarios municipales aprobado por el Pleno de una Corporación local, por exceder los límites impuestos por la legislación básica estatal en materia de permisos, licencias y vacaciones, y percepciones por enfermedad común o accidente. Dicha Corporación se oponía a la demanda argumentando que el artículo 142 del TRRL les amparaba para ello, en la medida en que considera la legislación aplicable a los funcionarios de la Administración del Estado supletoria de la de la Comunidad Autónoma en estos aspectos. Como recuerda el Tribunal, es cierta esta supletoriedad, pero no lo es menos que la normativa autonómica debe respetar en todo caso la legislación básica del Estado, taxativa en estos puntos. Lo mismo cabe decir sobre la obligación de respetar los límites retributivos fijados cada año en las Leyes de Presupuestos, que no pueden ser rebasados bajo el disfraz de “revisiones salariales sin cuantificación previa con el fin de evitar minoraciones de las retribuciones por incremento del coste de la vida o aumento de la inflación”. 

Incidiendo en una jurisprudencia previa, la STS de 22 de septiembre de 2008 considera la decisión municipal de crear y contribuir a Fondos y Planes de pensiones para sus empleados conforme con la legislación vigente, siempre que respete los límites legalmente establecidos. De hecho, la Disposición Final Segunda de la Ley 8/1987, de 8 de junio, de regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, en su redacción derivada de la Disposición Adicional Undécima de la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación de los Seguros Privados –hoy derogada mediante Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 octubre, por el que aprueba el Texto Refundido de la Ley de ordenación y supervisión de los seguros privados–, da cobertura jurídica a esta eventualidad, y prevalece frente a la prohibición que contiene en este sentido la Disposición Adicional Cuarta del TRRL, por tratarse de una norma posterior que, además, viene referida de manera específica a los Planes y Fondos de pensiones, y no a cualquier sistema de previsión. 

También la STS de 6 de octubre de 2008 sigue la estela de otras previas ya destacadas en informes anteriores, y reconoce que el personal eventual de las Corporaciones locales es, como el funcionario y el laboral, titular de los derechos de negociación colectiva y de participación en la determinación de sus condiciones de trabajo. Sin embargo, a diferencia de los pronunciamientos precedentes, esta Sentencia considera que el contenido del Acuerdo municipal impugnado –modificación de la RPT del Ayuntamiento ratificando el número de personal eventual, renombrando los puestos ocupados por el mismo, asignando funciones de coordinación a algunos de ellos, y reforzando el carácter directivo de otros– no supone discusión de la naturaleza y condiciones de dichos puestos, por lo que se inserta con evidencia en el ejercicio de la potestad organizativa de la Entidad local. Ello significa que la falta de negociación colectiva previa no determina su nulidad, y que los incrementos retributivos que reconoce no encajen en el supuesto previsto en el artículo 32 de la Ley 9/1987, de 12 de junio, de Órganos de Representación, Determinación de las Condiciones de Trabajo y Participación del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas –que los considera condición sujetas a negociación colectiva–, tratándose a juicio del Tribunal de una consecuencia del reforzamiento del carácter directivo de alguno de los puestos, que los homologa al nivel retributivo correspondiente a los puestos semejantes en la estructura municipal. 

3. Tribunales Superiores de Justicia (TSJ).-

No hay que reseñar en esta ocasión ninguna Sentencia dictada por el TSJ de Aragón. Se destacan pronunciamientos de otros Tribunales con sede autonómica. 

A) País Vasco.-

Mediante Orden de la Consejera de Hacienda y Administración Pública del Gobierno Vasco de 30 de octubre de 2008 se aprobaron las bases generales que deben regir los procesos selectivos de acceso a la Escala de Funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter estatal en la Comunidad Autónoma del País Vasco. El Colegio Oficial de Secretarios, Interventores y Tesoreros de la Administración Local del Territorio Histórico de Álava presentó recurso contencioso-administrativo contra ella, solicitando su suspensión cautelar, así como la de la Orden de 31 de octubre, por la que se aprueban las bases específicas de esos mismos procesos. A juicio de los recurrentes, los plazos señalados por esta última para presentar las solicitudes y las fechas de celebración de las pruebas selectivas fijadas en las convocatorias publicadas a su amparo no respetan las determinaciones contenidas al efecto en el EBEP, el Reglamento General de Ingreso (aplicable por no existir norma de ingreso específica dictada por la Comunidad Autónoma) y el RD 1174/1987, de 18 de septiembre, sobre régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional, recortando injustificadamente el plazo de presentación de solicitudes (que debe ser de veinte días naturales) e imposibilitando por su celeridad que se complete el plazo de presentación de reclamaciones y, por ende, la resolución de las planteadas frente a la lista provisional de admitidos y excluidos.

El Auto de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del País Vasco de 5 de diciembre de 2008 estima dicha suspensión, y rechaza los argumentos esgrimidos por el Gobierno Vasco en el sentido de que la convocatoria permitía realizar las pruebas a los inadmitidos provisionales –que, eso sí, sólo serían corregidas si resultaban finalmente admitidos en el proceso selectivo–, y que la suspensión causaría perjuicios evidentes para el interés general y para los aspirantes que habían preparado dichas pruebas. 

El Tribunal recuerda que para acordar o no la suspensión cautelar deberán ponderarse el periculum in mora (o riesgo de que la ejecución del acto recurrido pueda hacer perder su finalidad legítima al recurso, creando situaciones jurídicas irreversibles que hicieran ineficaz la sentencia que se dicte) y la perturbación grave que podría derivarse de la suspensión para los intereses generales o de tercero. En este supuesto concreto, la realización del proceso selectivo podría generar situaciones de difícil reversibilidad si llega a dictarse una sentencia estimatoria del recurso presentado frente a la Orden, principalmente en relación con los propios aspirantes que pudieran ver anulados sus propios nombramientos. Y este hecho debe prevalecer sobre el perjuicio al interés general causado por la paralización de un proceso destinado a proveer plazas con la mayor rapidez, que además puede ser minimizado con una nueva convocatoria que tenga en cuenta el interés de los propios aspirantes a que se desarrolle desde el principio con las suficientes garantías. 

Q) Castilla y León.-

La STSJ de Castilla y León de 28 de noviembre de 2008 se pronuncia sobre las situaciones administrativas de los funcionarios, en concreto sobre la situación de excedencia voluntaria por interés particular a la que pasan los funcionarios que, habiendo perdido su puesto de trabajo como consecuencia de condena o sanción, no solicitan el reingreso al servicio activo con un mes de antelación a la finalización del período de duración de la suspensión (artículo 22 del RD 365/1995, de 10 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de Situaciones Administrativas de los Funcionarios Civiles de la Administración General del Estado). En consecuencia, el Decreto de Alcaldía que determina de oficio el pase a esta situación de una funcionaria municipal condenada por falsedad en documento público, y que no solicitó dicho reingreso, es conforme a la normativa vigente. 

Por su parte, la STSJ del mismo Tribunal de 12 de enero de 2009 anula un procedimiento de selección de personal laboral llevado a cabo por una Mancomunidad, así como la contratación realizada a su consecuencia. La razón radica en que dicho procedimiento fue llevado a cabo sin aprobación de las bases de la convocatoria por el órgano competente (Asamblea de Concejales), sin convocatoria convenientemente publicada por el órgano competente (Presidente de la Mancomunidad), sin bases de la convocatoria debidamente publicadas, y con una comisión de selección sin nombramiento al efecto. Todas estas circunstancias, suficientemente acreditadas en el proceso, indican que las actuaciones no tuvieron la mínima garantía de respeto a los principios de igualdad, mérito, capacidad y publicidad, ineludibles en todo procedimiento de selección de personal al servicio de las Administraciones públicas. 
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